
APÉNDICE N° 1 

INCORPORA AL REGLAMENTO DE CONVIVENCIA ESCOLAR LEY N° 21.128 TAMBIÉN DENOMINADA 

“AULA SEGURA”. 

El 27 de diciembre de 2018 fue publicada la Ley N° 21.128, también denominada “Aula Segura”.  

Esta nueva normativa viene a modificar el DFL N° 2 de 1998 que regula a los establecimientos que 

reciben subvención del Estado, en lo que dice relación con el procedimiento de cancelación de 

matrícula o expulsión en aquellos casos de violencia grave que afecten los derechos e integridad 

física o psicológica de algún miembro de la comunidad educativa. 

Las modificaciones que viene a incorporar la Ley “Aula Segura”, son de carácter más bien 

administrativo, que dice relación de un procedimiento más justo, en un plazo más breve, y, por 

último, la posibilidad de aplicar una medida de separación preventiva del alumno, mientras se 

realiza una investigación de hechos ocurridos que podrían ser objeto de la aplicación de una 

expulsión o cancelación de matrícula. 

La normativa anterior, sólo consideraba posible la aplicación de las medidas de expulsión y 

cancelación de matrícula frente a conductas que atenten directamente contra la integridad física o 

psicológica de alguno de los miembros de la comunidad escolar, entendiendo que solo decía 

relación con el alumno y sus pares; ahora, con la Ley Aula Segura, se amplía el poder aplicar la ley a 

profesores, asistentes de la educación, padres y apoderados que incurran en estas conductas o que 

se vean afectados, tipificando conductas que con anterioridad no se encontraban expresamente 

descritas; además, extiende su alcance en contra del cualquier miembro de la comunidad escolar 

como también a actos que atenten contra la infraestructura esencial para la prestación del servicio 

educativo por parte del establecimiento. 

Para aplicar esta medida y procedimiento, se especifica lo siguiente: 

1.- Siempre se entenderá que afectan gravemente la Convivencia Escolar los actos cometidos por 

cualquier miembro de la Comunidad Educativa o de terceros que se encuentren en las dependencias 

de los establecimientos que causen daño a la integridad física o síquica de cualquiera de los 

miembros de dicha comunidad o terceros, tales como agresiones de carácter sexual, agresiones 

físicas que produzcan lesiones, uso, porte, posesión y tenencia de armas o artefactos incendiarios, 

así como también los actos que atenten contra la infraestructura esencial para la prestación del 

servicio educativo por parte del establecimiento. 

2.- El director deberá iniciar un procedimiento sancionatorio en los casos en que algún miembro de 

la comunidad educativa incurriere en alguna conducta grave o gravísima establecida como tal en los 

reglamentos internos de cada establecimiento, o que afecte gravemente la convivencia escolar, 

conforme a lo dispuesto en la Ley N° 21.128 (Punto N° 1). 

3.- El Director tendrá la facultad de suspender, como medida cautelar y mientras dure el 

procedimiento sancionatorio, a los alumnos y miembros de la Comunidad Escolar que hubieren 

incurrido en alguna de las faltas graves o gravísimas establecidas como tales en los Reglamentos 

Internos de Convivencia Escolar, y que conlleven como sanción en el mismo, la expulsión o 

cancelación de la matrícula, o afecten gravemente la convivencia escolar, conforme a lo señalado 

en el Número 1. 



4.- El Director deberá notificar la decisión de suspender al alumno, junto a sus fundamentos, por 

escrito al estudiante afectado y a su madre, padre o apoderado, según corresponda. En los 

procedimientos sancionatorios en los que se haya utilizado la medida cautelar de suspensión, habrá 

un plazo máximo de 10 días hábiles para resolver, desde la respectiva notificación de la medida 

cautelar. En dichos procedimientos se deberá respetar el Principio del Debido Proceso, tales como 

la conocer los hechos que se le imputan, presunción de inocencia, bilateralidad, derecho a presentar 

descargos, pruebas en cualquier etapa del procedimiento, apelar de la resolución, entre otros. 

5.- Contra la Resolución que determine el procedimiento establecido en los números anteriores se 

podrá pedir la Reconsideración de la medida dentro del plazo de 05 días contado desde la respectiva 

notificación, ante la misma autoridad, quien resolverá previa consulta al Consejo de Profesores, el 

que deberá pronunciarse por escrito. La interposición de la referida Reconsideración ampliará el 

plazo de suspensión del alumno hasta culminar su tramitación. La imposición de la medida cautelar 

de suspensión no podrá ser considerada como sanción cuando resuelto el procedimiento se 

imponga una sanción más gravosa a la misma, como son la expulsión o la cancelación de la matrícula. 

6.- El Consejo de Profesores, deberá pronunciarse por escrito, debiendo tener a la vista el o los 

informes técnicos psicosociales pertinentes y que se encuentren disponibles. 

7.- Dictada la Resolución que decrete la cancelación de matrícula o expulsión, ello será notificado a 

la Secretaría Regional Ministerial de Educación, región Metropolitana, a fin de que aquella, en 

cumplimiento de la Ley N° 21.128, velando por el Derecho a la Educación del sancionado, proceda 

a la reubicación del estudiante, en algún establecimiento educacional que cuente con profesionales 

que presten apoyo psicosocial.  

8.- El Director, una vez que haya aplicado la medida de expulsión o cancelación de matrícula, deberá 

informar de aquella a la Dirección Regional Metropolitana de la Superintendencia de Educación, 

dentro del plazo de 05 días hábiles, a fin de que ésta revise, en la forma, el cumplimiento del 

procedimiento legal y reglamentario. 


